STJSL-S.J. – S.D. Nº 208/19.-

--En la Provincia de San Luis, a veinticinco días del mes de noviembre de dos mil diecinueve, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “SOSA, CARLOS c/ GALENO ART S.A. y OTRO s/ COBRO DE PESOS – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 280189/15.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN  y LILIA ANA NOVILLO.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado?

II) En su caso, ¿qué resolución corresponde dictar?

III) ¿Cuál sobre costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

V) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPCC?

VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en fecha 23/08/2018, en actuación N° 9840237, el Superior Tribunal hizo lugar al Recurso de Queja articulado por la actora y concedió el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad provincial por la causal no reglada de arbitrariedad, sin perjuicio de lo que se resolviere en oportunidad del dictado de la sentencia definitiva (STJSL-S.J.–S.I. Nº 288/18).
2) Que el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad (presentado en fecha 29/08/2017, actuación N° 7742246) se dedujo contra la Sentencia Interlocutoria N° 259/2017 del 03/08/17 (actuación N° 7605472), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1, de la Segunda Circunscripción Judicial, que, en lo que interesa, rechazó la revocatoria in extremis que el actor había planteado en contra del decreto de fecha 02/06/2017 (actuación N° 7299334), que declaró inexistente el recurso de apelación de la parte actora y nulos todos los actos que fueron su consecuencia, por no haber acreditado personería el letrado que presentó el escrito de apelación.
3) Antecedentes: Antes de exponer las críticas del recurrente en contra de la sentencia en crisis conviene, para mayor claridad, destacar los antecedentes relevantes de la causa. 

3.1) Luego del dictado de la sentencia de primera instancia (que hizo lugar parcialmente a la demanda en contra de GALENO ART S.A., a quien condenó a abonar a la actora la suma de PESOS OCHOCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS UNO CON OCHENTA Y CINCO CENTAVOS ($ 875.901,85.-) en concepto de capital, con más intereses; en tanto que rechazó la demanda en contra de CONVERFLEX S.A., el actor apeló (actuación N° 7175396, de fecha 09/05/2017), recurso que fue concedido, cfr. actuación N° 7186551, de fecha 17/05/2017.
3.2) Recibidas las actuaciones en la Cámara, su presidente, con fundamento en precedentes del propio Tribunal declaró “…inexistente el recurso interpuesto y nulos todos los actos que fueron su consecuencia…” (actuación N° 7299334, de fecha 02/06/2017), porque el letrado que invocó el carácter de apoderado del actor, no acreditó dicha calidad.
3.3) Días más tarde, el 06/06/2017, en actuación N° 7323098 se presentó el actor, Sr. CARLOS SOSA, por derecho propio y ratificó todas las actuaciones suscriptas por el Dr. SUCULINI; y, en la misma fecha se presentó el letrado (actuación N° 7323707), acompañó carta poder e interpuso reposición in extremis en contra del decreto que declaró inexistente el recurso de apelación y nulos los actos consecuentes.

3.4) La reposición in extremis -como se anticipó- fue rechazada, por lo que la Cámara (S.I. 259/17 del 03/08/17) quien confirmó: “…la inexistencia de la apelación interpuesta por el Dr. Suculini en fecha 9-5-17, atento la falta de personería del mismo que acredita tardíamente en fecha 6-6-17, haciendo incurrir en error al a quo al manifestar en el escrito de interposición de la apelación que era apoderado del actor…” (actuación N° 7605472, de fecha 03/08/2017).
4) Al acusar inconstitucionalidad, el recurrente dijo que la sentencia impugnada violenta los derechos del actor de acceso a la justicia, debido proceso y propiedad, porque al rechazar la personería invocada y desestimar la ratificación de todo lo actuado deniega el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia.
Añadió que la sentencia interlocutoria en crisis se resiente de excesivo rigorismo formal, puesto que el error de falta de personería debió advertirse por la Cámara al momento de proveerse el recurso, conforme las facultades y deberes que le caben al tribunal, de acuerdo a lo establecido en el art. 34 inc. 5, apart. b) del CPCC.
Destacó que en el caso existe un poder otorgado con anterioridad a la interposición de la demanda y una ratificación del actor a todos los actos efectuados por su letrado.
Citó doctrina y jurisprudencia.

Finalizó impetrando se deje sin efecto la sentencia interlocutoria N° 259 de fecha 03/08/2017, teniendo por acreditada la personería, y se ordene tramitar el recurso de apelación.
5) Corrido el traslado a las demandadas, sólo presentó escrito de responde CONVERFLEX S.A., según consta en actuación N° 7806348, de fecha 07/09/2017.
Expresó que en el escrito recursivo no se observan quejas referidas a la inconstitucionalidad alegada, sino que el recurrente se ha limitado a manifestar disconformidad respecto al criterio jurídico aplicado por la Cámara.

Dijo que el recurrente no hace más que intentar efectuar bajo las vestiduras de un recurso de inconstitucionalidad una especie de nuevo alegato, introduciendo la cuestión constitucional como una manera de redimir su propia torpeza que expresamente reconoce en el curso de su memorial.

Negó existencia de rigor formal en lo decidido en segunda instancia, puesto que el actor no justificó la personería que había invocado. Agregó que tampoco hay falta de control judicial, sino mera distracción o error del letrado que no justificó la personería, habiendo mantenido en su carpeta desde el inicio mismo del proceso el poder que confería la personería que invocó y nunca justificó.
También aludió al carácter excepcional y de admisibilidad restringida del recurso extraordinario. Citó jurisprudencia, y pidió que se rechace el recurso, con costas.
6) Que en fecha 26/09/2018 (actuación N° 10082371) se pronunció el Procurador General, quien dictaminó que: “…el recurso debe prosperar, asistiéndole razón al recurrente en cuanto hay agravio constitucional por parte de la sentencia recurrida…”.
En consecuencia propició el acogimiento del recurso extraordinario de inconstitucionalidad provincial.
7) Para circunscribir el ámbito del ataque recursivo, debo recordar que el auto interlocutorio STJSL-S.J.–S.I. Nº 288/18 que admitió la queja y concedió el recurso extraordinario de inconstitucionalidad local, lo hizo por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, tal como puede verse en el punto I) de la resolución referida, de fecha 23/08/2018 (actuación N° 9840237).
8) Sentado ello y analizadas las constancias de autos, es evidente que se está en presencia de una declaración de inexistencia de un acto procesal, en concreto del recurso de apelación de la sentencia de primera instancia, en razón de que el letrado que presentó el recurso, si bien adujo ser apoderado del actor, no acreditó dicha calidad.

Es decir, de oficio la Cámara acusó falta de personería en el abogado representante del actor, y declaró la inexistencia del acto procesal que el letrado había interpuesto.
Que si bien se exige que quien se presente en juicio por un derecho que no sea propio, acompañe en su primer escrito los documentos que acrediten el carácter que inviste (art. 46 CPC y C); y en igual sentido se requiere que los procuradores o abogados acrediten su personería desde la primera gestión que hagan en nombre de sus poderdantes, con la pertinente escritura o carta de poder en los casos autorizados (art. 47 CPC y C); la omisión de tal justificación da lugar, de ordinario, a que la contraria interponga la excepción de falta de personería (art. 347, inc. 2° CPC y C), cuya eventual procedencia autoriza a que la magistratura fije un plazo dentro del cual deban subsanarse los defectos (art. 354, inc. 4° CPC y C), vencido el cual sin que se hubiese acreditado en forma la personería invocada, se lo tendrá por desistido, con imposición de costas (art. 354, inc. 4° in fine CPC y C).
Así se ha establecido en la ley de rito, en razón de que “(l)a omisión o la insuficiente justificación de la personería constituye la inobservancia de una exigencia formal cuyo incumplimiento no puede ocasionar la devolución del escrito, ni por ende la caducidad del derecho que se ha pretendido ejercitar con esa deficiente presentación, mientras no medie una intimación destinada a obtener el cumplimiento de ese recaudo procesal”, (cfr. Arazi – Rojas, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Comentado, Anotado y Concordado, Tomo II), Edit. Rubinzal Culzoni, año 2007, pág. 244).
Sustenta el proceder previsto en el código adjetivo y sostenido por la jurisprudencia y la doctrina la naturaleza del vicio de falta de personería, que es esencialmente subsanable, hasta el punto que es el propio código procesal quien prevé expresamente un emplazamiento para que se corrija el defecto; y solo después de haber transcurrido el plazo sin que se hubiese remediado la omisión -o la insuficiente o deficiente justificación de personería-, recién puede tenérselo por desistido. 
En consecuencia, correspondía que la Cámara al estimar no acreditada la personería que el letrado había invocado, hubiese exigido la subsanación de la omisión y establecido un emplazamiento al efecto, y sólo después de verificar el transcurso del término sin que se hubiese acreditado la personería, tener por desistida (o inexistente, cfr. terminología usada en el art. 46, segundo párrafo del CPC y C) la presentación del recurso -cfr. arts. 34 inc. 5°, b) y 354 inc. 4°-, máxime cuando hasta el momento en que intervino la Alzada, la representación no había merecido objeción alguna.
En concordancia la Corte Suprema de Justicia de La Nación ha dicho que: “El proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales, pues no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva, que es su norte. Desde dicha perspectiva, resulta objetable la sentencia del STJ de Santiago del Estero que declaró la ineficacia de los recursos de apelación y de casación por falta de acreditación de la personería por parte del letrado presentante, (…) ya que el STJ local debió intimar al letrado para que subsanara esa deficiencia dentro de un plazo perentorio, en la medida en que dicho recaudo era compatible con las atribuciones del tribunal (ap. b, inc. 5, art. 34; inc. 4, art. 357 y art. 358, CPCC de Santiago del Estero). En este marco interpretativo, es arbitraria la decisión recurrida que (…) dispuso la nulidad de lo actuado por el profesional interviniente, toda vez que se asentó en una visión dominada por un exceso de ritualismo que, al paso de olvidar la finalidad del proceso civil, pospuso la respuesta que el propio ordenamiento procesal contempla ante situaciones de esta especie con el objeto de evitar la cancelación definitiva de instancias aptas ante deficiencias típicamente subsanables, afectando en forma directa e inmediata garantías constitucionales”. (del dictamen de la Procuradora Fiscal, al que remite la CSJN.) (cfr. Seva, Leonilde Adela vs. Construcciones Sema S.R.L. y/u otros s. Daños y perjuicios /// CSJN; 09/06/2015; Rubinzal Online; 284/2013; RC J 3897/15).
La rigurosidad de la Cámara se acentuó al haber soslayado la carta poder adjunta a la presentación de fecha 06/06/2017 (actuación N° 7323707) en la cual puede constatarse que el apoderamiento del letrado data del 24/04/2015. Contrariamente, dicha presentación fue considerada por el Tribunal como tardía, sin que hubiese mediado emplazamiento previo, tal como la adecuada inteligencia de las normas procesales exigía. Valoraciones semejantes le caben a la ponderación (o falta de ella) de la Cámara respecto del la ratificación del actor, Sr. SOSA, sobre lo actuado por su letrado, también de fecha 06/06/2017 (actuación N° 7323098).
Ahora bien, sin mengua de lo dicho sobre cuál debe ser el correcto proceder adjetivo, examinados los autos interlocutorios invocados por el Tribunal de Alzada para decidir la inexistencia de la presentación de la apelación (cfr. RUARTE vs. TUBHIER, del 04/05/2016 y ÁLVAREZ vs. QUICKFOOD S.A., del 13/05/2016), en sendos considerandos N° II) se tuvo presente que en aquellos casos los profesionales: “…al apelar carecía(n) de la personería para hacerlo…”; afirmación que permite advertir que dichos precedentes no serían analogables al presente caso, puesto que en éste al tiempo de deducir apelación no se carecía de la facultad de representación (según carta poder otorgada el 24/04/2015), sino que ésta no se había acreditado.
En razón de lo expuesto, le asiste razón al recurrente en cuanto a que al sancionar la Cámara directamente el déficit de personería, sin permitir la subsanación del defecto, mediante intimación y emplazamiento, y sin que haya meritado adecuadamente y sustancialmente la posterior ratificación del actor y el instrumento que daba cuenta de la realidad de la personería invocada, ha actuado con excesivo rigor formal, afectando el debido proceso legal, la defensa en juicio, y cercenando el acceso a la segunda instancia.
Por todo ello, debe receptarse favorablemente el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad, revocarse la Sentencia Interlocutoria de segunda instancia, y declararse acreditada la personería invocada por el apelante conforme constancias de actuaciones N° 7323098 y N° 7323707 (06/06/17). 
En consecuencia, bajen las actuaciones para que sigan el curso según su estado, por advertirse configurada en la especie la causal de arbitrariedad alegada, a causa de que la sentencia interlocutoria en crisis no constituye derivación razonada del derecho vigente (Fallos: 238:550, 318:920, 322:2880), aplicable a las circunstancias comprobadas de la causa (Fallos: 311:2120; 316:379; 333:1273, entre muchos otros) en el marco del desarrollo antecedente, y, en consecuencia, los fundamentos dados en la sentencia de Cámara son meramente aparentes (Fallos: 312:1635 y 1953, 313:751, 315:119), por lo que el recurso en análisis debe prosperar.
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.-
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: En concordancia con el tenor de las consideraciones vertidas en la cuestión anterior, corresponde: Hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad provincial; en consecuencia, revocar la Sentencia Interlocutoria de segunda instancia N° 259/2017, de fecha 03/08/2017 (actuación N° 7605472), y tener por acreditada la personería invocada por el apelante conforme constancias de actuaciones N° 7323098 y N° 7323707 (06/06/17). Bajar las actuaciones para que sigan curso según su estado. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Aunque se propicie el acogimiento del recurso, no puede dejar de tenerse en cuenta que, sin perjuicio del inadecuado tratamiento procesal dado por la Cámara, ha sido la omisión formal de la actora la que ha desencadenado la cuestión que aquí se resuelve, en virtud de lo cual corresponde que las costas se impongan por el orden causado (art. 68 CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA, QUINTA, SEXTA y SÉPTIMA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en actuación N° 7679352, de fecha 15/08/2017, la actora también interpuso Recurso de Casación contra la Sentencia Interlocutoria N° 259/2017, de fecha 03/08/2017 (actuación N° 7605472), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, cuyos fundamentos recursivos fueron presentados en fecha 29/08/2017 (actuación N° 7742267); los que fueron replicados en fecha 14/02/2018 por GALENO ART S.A. en actuación N° 8618765, y por CONVERFLEX S.A.  en actuación N° 8619475.
2) Que en fecha 07/05/2018 (actuación N° 9124595) se pronunció el Procurador General, quien dictaminó a favor de la procedencia del recurso interpuesto.

3) Que en atención a que mediante el recurso de casación se pone en crisis una sentencia que, según el desarrollo de las tres primeras cuestiones, ha sido revocada, no corresponde el tratamiento del recurso de casación. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas CUARTA, QUINTA, SEXTA y SÉPTIMA CUESTIONES.
A LA OCTAVA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas por el orden causado (art. 68 CPC y C). ASÍ LO VOTO.

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad provincial; en consecuencia, revocar la Sentencia Interlocutoria de segunda instancia N° 259/2017, de fecha 03/08/2017 (actuación N° 7605472), y tener por acreditada la personería invocada por el apelante conforme constancias de actuaciones N° 7323098 y N° 7323707 (06/06/17). Bajar las actuaciones para que sigan curso según su estado. 
II) No dar tratamiento al Recurso de Casación interpuesto, por no corresponder.

III) Costas de ambos recursos por el orden causado (art. 68 CP).
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-            
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